
En estos días deberá resolverse por la
Cámara de Diputados la presentación de
diversas acusaciones constitucionales diri-
gidas contra ministros de
la Corte Suprema. Es im-
portante tener presente
algunas reflexiones sobre
esta institución, habién-
dose ella aplicado nueve
veces desde el retorno a la
democracia. 

La acusación constitu-
cional, si bien tiene su an-
tecedente en el impeachment de la Constitu-
ción de Estados Unidos, en un sistema pre-
sidencial como el nuestro se ha transfor-
mado en un mecanismo para hacer
efectiva la responsabilidad jurídica de cier-
tos funcionarios (Bronfman, Cordero y Al-
dunate). No se trata, por tanto, de respon-
sabilidad política, propia del régimen par-
lamentario.

Respecto de los jueces, la causal estable-
cida en la Carta Fundamental es la de “no-
table abandono de deberes”, la que se re-
monta al texto de 1833 y al voto particular
de M. Egaña.

Ya en pleno siglo XIX, cuando se acusó a

la Corte Suprema presidida por Manuel
Montt, se dejó constancia de que no corres-
pondía al Congreso juzgar la verdadera y
genuina aplicación de las leyes, materia re-
servada a los tribunales de justicia.

Tal como recuerda Silva Bascuñán, se
debe tratar de circunstancias de suma gra-
vedad que demuestren, por actos u omi-
siones, la torcida intención, el inexplicable
descuido o la sorprendente ineptitud con
que se abandonan, olvidando o infringien-
do los deberes inherentes a la función pú-
blica ejercida.

En otras palabras, significa faltar en for-
ma grave, reiterada y relevante a las obli-
gaciones y deberes, adjetivos o formales, o
sustantivos o de fondo, inherentes a las al-
tas funciones públicas que la Constitución
y las leyes han asignado a los magistrados. 

No debe olvidarse que la propia Corte
Suprema, como tribunal superior, puede
remover a un juez por “no haber tenido
buen comportamiento”, lo que supone
—en cambio— infracciones a deberes de
probidad e integridad.

Ahora bien, desde el punto de vista for-
mal deben considerarse también diversas
exigencias en la presentación de una acu-
sación constitucional. Por de pronto: un
mínimo (10) y máximo de acusadores (20).
Debe tratarse de actos realizados en el ejer-
cicio del cargo de los jueces y no en con-

ductas pretéritas o imputables a terceros.
A ello deben sumarse las garantías pro-

pias de un justo y racional proceso, entre
las cuales se encuentra el derecho a ser es-
cuchado, a recibir las alegaciones y defen-
sas, permitiendo pruebas idóneas y ser
juzgado por terceros imparciales.

Como consecuencia de lo anterior, re-
sulta absolutamente incompatible con un
debido proceso —como se pretende por la
Cámara— el acumular dos acusaciones
contra jueces y por hechos distintos, obli-
gando a pronunciarse conjuntamente res-
pecto de situaciones fácticas disímiles, ol-
vidando el principio de responsabilidad
personal. Es algo inédito en nuestra histo-
ria institucional y extremadamente grave.

La jurisprudencia constitucional y deci-
siones emanadas de la judicatura intera-
mericana están contestes en cuanto a que
las garantías de un justo y racional proceso
se aplican a todo tipo de procedimientos,
no solo los jurisdiccionales.

Por lo demás, el Tribunal Constitucio-
nal, siguiendo la opinión del profesor Juan
Colombo, recuerda que el Senado ejerce en
este caso verdaderas “funciones jurisdic-
cionales”.

Nuestros diputados no deben olvidar
estos principios básicos, consustanciales
con las exigencias de un verdadero Estado
de Derecho.

Acusación constitucional
“... resulta incompatible con un debido proceso el acumular dos acusaciones contra jueces y por

hechos distintos, obligando a pronunciarse conjuntamente respecto de situaciones fácticas disímiles,

olvidando el principio de responsabilidad personal. Es algo inédito en nuestra historia institucional...”.

ENRIQUE NAVARRO BELTRÁN

Profesor de Derecho Constitucional
U. de Chile y U. Finis Terrae
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CIUDAD DEL VATICANO.
Un emotivo encuentro con el
Papa Juan Pablo II sostuvo
ayer el arzobispo-obispo de
Santiago, monseñor Carlos
Oviedo Cavada, quien, junto a
otros tres prelados chilenos,
concurre al Sínodo de Obispos
convocado por el Sumo
Pontífice. 

COLEGIO MÉDICO. Anunció que en caso de que el Ministerio de
Salud no responda a sus demandas, realizarán un paro de
advertencia de 24 horas y, luego, otro de 48 horas. Si ninguno de los
dos logra éxito, el gremio convocará a una huelga indefinida que
podría desembocar en renuncias masivas de profesionales. 

JOSÉ DONOSO. El escritor chileno acaba de editar su última obra,
“Donde van a morir los elefantes”, una novela que aborda las
conflictivas relaciones que los intelectuales latinoamericanos
mantienen con la cultura norteamericana.

9 de octubre de 1994
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9 de octubre de 1974

CASA DE TOMÁS MORO. La
que fuera la residencia del
expresidente Allende se
convertirá en un hogar de
ancianos.

NOBEL DE LA PAZ. Este año,
el premio lo comparten el ex
Premier de Japón, Eisaku Sato, y
el exministro de RR.EE. de
Irlanda, Sean Macbride, informó
el comité que otorga el galardón. 
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Fin del CAE 
y nuevo FES

Señor Director:
Cada peso para el nuevo FES, es un peso

menos para la primera infancia, lo quieran
o no. Alivio hoy, frustración mañana. 

De paso, y como alertan en nota de su
medio el rector de la Universidad Católica y
un destacado exministro de Educación,
eliminando los aportes de los deciles 7, 8 y
9 ponen seriamente en riesgo la calidad de
algunas de las mejores universidades del
país: aquellas que han adherido a la gratui-
dad, optando así por proyectos socio-
económicamente inclusivos (en un Chile que
tanto lo necesita). 

FERNANDO LONDOÑO

Académico UDP

Fin del CAE
Señor Director:
En su anuncio de un proyecto de ley que

elimina el Crédito con Aval del Estado, el
Presidente Boric comunica que todos los
jóvenes (salvo aquellos del 10% de mayores
ingresos) no pagarán nada ni acumularán
deuda mientras estudian en la educación
superior. Asimismo, menciona que este
sistema implicará menor gasto fiscal que lo
actual. 

Entonces nadie paga. Algo no me cuadra.
¿Quién paga la cuenta?

FERNANDO ROJAS

Postergación 
de financiamiento

Señor Director:
Con preocupación vemos que el Gobier-

no, una vez más, quiere postergar “el cum-
plimiento de la obligación contenida en el
artículo tercero transitorio de la ley N°
21.174, que establece nuevo mecanismo de
financiamiento de las capacidades estraté-
gicas de la Defensa nacional, respecto del
Fondo de Contingencia Estratégico”, a raíz
de la presentación del Presupuesto de la
Nación 2025, tal como informó La Segunda
en su edición del martes.

El Fondo de Contingencia Estratégico
vino a reemplazar la llamada Ley del Cobre
en 2019, iniciativa que fue celebrada en su
momento por autoridades del gobierno de
Sebastián Piñera, como un cambio histórico
que establecía un sistema democrático,
transparente, estable y con la necesaria
fiscalización.

Sin embargo, esa modificación tenía
como supuesto que existía una clase políti-
ca lo suficientemente responsable para leer
el entorno estratégico en el cual se desen-
vuelve el país, deducir las necesidades de la
Defensa en términos de capacidades, las
que como se sabe no se construyen de un
día para otro y demandan proyección en el
tiempo, puesto que las plataformas o
sistemas de armas de las FF.AA. tienen una
vida útil de décadas.

La propuesta efectuada no parece conci-
liarse con el contexto internacional actual,
donde se presentan guerras abiertas en
Europa y Medio Oriente y potenciales con-
flictos en el Este de Asia, y regional, donde
vecinos están recuperando el potencial de
sus Fuerzas Armadas asignando más recur-
sos. Por lo visto, se navega contra la corrien-
te de los países democráticos, que más bien
incrementan sus presupuestos de Defensa
ante un aumento del riesgo geopolítico.

Por si fuera poco, parece que el hecho de
tener militares desplegados de forma
simultánea en la macrozona sur y en la
frontera norte tampoco ayuda a la com-
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prensión del fin último de las Fuerzas
Armadas, sino que más bien cambia el foco
hacia tareas que no le son propias. El costo
operacional de lo anterior, sumado a la
tendencia restrictiva de las asignaciones en
Defensa, impacta sobre todo en las opera-
ciones y alistamiento de las distintas ramas.

Sería útil tener una explicación coheren-
te y completa de las autoridades de turno
para entender por qué, nuevamente, se
posterga financiamiento de las capacidades
estratégicas de la Defensa Nacional, y
también de quienes apoyaron el desmonte
del mecanismo anterior que daba estabili-
dad al desarrollo de las mismas, creo que
los chilenos la merecemos. No se trata de
un recorte más, sino de un incumplimiento
de una obligación recurrente.

JUAN PABLO TORO

Director ejecutivo de AthenaLab

Reforma al 
sistema político

Señor Director:
En relación con la discusión sobre la

necesidad de realizar reformas al sistema
político: siempre es posible impulsar cam-
bios que mejoren su funcionamiento; sin
embargo, las propuestas que actualmente
circulan no son las más adecuadas, en tanto
no existe una concordancia entre los pro-
blemas identificados y las soluciones pro-
puestas. Así lo demuestran estudios de
centros independientes como el CEP y
Espacio Público, de distintas sensibilidades
políticas. Del mismo modo, llaman a tener
cautela las recomendaciones de IDEA
Internacional, que subrayan la importancia
de analizar tanto la forma como el momen-
to en que se implementan estas reformas.

El análisis de estos centros de pensa-
miento y de múltiples especialistas revela
una desconexión entre los objetivos que se
buscan con las reformas (es decir, qué
aspectos del sistema político se deben
mejorar) y los cambios que realmente se
proponen. Además, la realidad nos muestra
que la baja confianza en la política no es
consecuencia del aumento en el número de
partidos, sino de prácticas poco éticas,
como el tráfico de influencias, la corrupción
y las sospechas de triangulación y financia-
miento espurio de la política.

Ninguna reforma cuyo único objetivo sea
reducir el número de partidos, sin abordar
estas prácticas, logrará mejorar la goberna-
bilidad, la representación o la confianza
ciudadana en las instituciones.

MARCELA RÍOS-TOBAR

Directora para América Latina IDEA Internacional

JULIETA SUÁREZ-CAO

Espacio Público / Universidad Católica

Mujeres en prisión
Señor Director:
El domingo recién pasado se suicidó

Katty, en el Centro Penitenciario Femenino.
En esos mismos días, otras dos mujeres
buscaron quitarse la vida. En 2024, otras 36
mujeres privadas de libertad también tuvie-
ron intentos suicidas, 14 de ellas en la Cárcel
de San Miguel, cuyas condiciones han sido
ampliamente criticadas.

La noticia, dramática por cierto, es
relevante también porque pone al descu-
bierto nuevamente las condiciones de salud
mental que experimenta una mujer en
prisión. Sin embargo, es aún más grave si
tenemos en cuenta que estudios poblacio-
nales muestran que las personas que han
experimentado violencia durante su infan-
cia tienen dos veces más probabilidades de
tener ideación suicida y tres veces más
probabilidades de intentar suicidarse que
quienes no han experimentado violencia.

El suicidio de Katty nos debe hacer
reflexionar sobre las historias, no solo de
violencia, sino de abandono y soledad, que
influyen tanto en las trayectorias delictua-
les de las mujeres como en sus intentos de
quitarse la vida, de manera de comprome-
ternos como sociedad en permitir que esas
historias no las marquen de por vida ni
menos las conduzcan al suicidio. 

ANA MARÍA STUVEN

Corporación Abriendo Puertas

“Perros en clínicas”
Señor Director:
Y pensar que los perros tienen prohibido

el acceso a los cerros.
MARÍA DE LOS ÁNGELES AVILÉS M.

Perros en
restaurantes

Señor Director: 
Ampliando la observación del señor

Montero en carta de ayer, me parece increí-
ble lo que está sucediendo con las mascotas.

En el café que habitualmente visito
también se puede acceder con perros, con
las consiguientes incomodidades: molestan
el paso; hay que cuidarse de que a uno no
lo muerdan; he visto cómo uno se asustó y
dio vuelta una mesa, en fin. 

¿Los dueños no piensan en la gente que
visita estos lugares? El colmo fue cuando
una señora entró con su perro al banco y
comenzó a ladrar adentro. Impresentable.

CARLOS M. MARAMBIO R.

¿Protección a 
los periodistas?

Señor Director:
La Cámara de Diputados ha despachado

al Senado un proyecto de ley que “regula la
protección de los periodistas y personas
trabajadoras de las comunicaciones”. 

Sus objetivos principales son: 1) prevenir
hechos de violencia en su contra; 2) garanti-
zar la seguridad, la libertad e integridad de
ellos; 3) establecer mecanismos adecuados
y efectivos para su protección. Se extiende
esta protección a tiempos de paz y durante
conflictos internacionales, tensión interna,
conflicto armado no internacional, se hayan
o no declarados estados de excepción
constitucional, y para garantizar un ambien-
te seguro, abierto, libre y propicio para las
personas beneficiadas por esta ley. Luego se
detallan las medidas destinadas al cumpli-
miento de estos fines.

Lo negativo es que la asimilación de “las
personas trabajadoras de las comunicacio-
nes” a la profesión de periodista, termina
con esta profesión como actividad exclusiva
de quienes tienen un título profesional.

El proyecto de ley define a la persona
trabajadora de las comunicaciones como
“persona, con o sin título profesional o equi-
valente, que es un trabajador —sujeto a
contrato o independiente— cuya actividad
principal consiste en la recopilación, trata-
miento y difusión pública por cualquier
medio de comunicación, tanto online como
offline”. Comprende, entre otros, a reporte-
ros, camarógrafos, fotógrafos, comunicado-
res sociales y comunitarios, choferes, intér-
pretes, revisores, traductores, editores,
productores, difusores, distribuidores y
estudiantes de periodismo.

Esta norma permite que cualquier perso-
na, haciendo uso de ella, pueda actuar como
periodista y hacer uso y abuso de esta
condición, tanto en situaciones normales
como también en incidentes violentos o no,
en manifestaciones o marchas. También abre

la puerta para legitimar la actividad de los
llamados “rifleros” (personas que ejercen el
periodismo sin someterse a sus reglas), que
proliferan preferentemente en regiones.

En vez de proteger a los periodistas,
este proyecto de ley pone una lápida a esta
profesión, cuya existencia se asienta en el
derecho social a la información, que es el
que tiene la sociedad a estar bien informa-
da por personas preparadas en los aspec-
tos técnicos y con responsabilidad ética.

JORGE DONOSO PACHECO

Expresidente del Colegio de Periodistas

¿Qué viene?
Señor Director:
¿Vigilantes armados en centros de

salud? ¿Farmacéuticos guardias privados
para no ser clausurados? ¿Automovilistas
en vehículos blindados? ¿Qué sería lo
siguiente? ¿Ciudadanos carabinerizados?
¿Estado fallido?

RICARDO DÍAZ SARA

El futuro
Señor Director:
En interesante publicación del domingo

pasado y en cartas posteriores, se toca el
tema de la peligrosa baja de la natalidad.

Se dan atendibles razones para explicar-
la. Me permito agregar una: el tóxico
mundo que habitamos, con sus guerras,
corruptela general y criminalidad sin
límites puede alentar a muchas parejas a
no agregar criaturas que llegarían a sufrir. 

Los padres vivimos para nuestros hijos y
luchamos por su futuro. Aun siendo un
optimista a toda prueba, me pregunto,
¿qué futuro? 

EDGARDO MARÍN

Periodista

Empleo y las 
nuevas generaciones

Señor Director:
En referencia a la carta de don Sergio

Urzúa en la edición del lunes, quisiéramos
comentar la frase con que cierra dicha carta:
“¿Cómo evitar que sus niveles de vida (los de
las nuevas generaciones) no sean peores que
los de las generaciones precedentes?”.

Con los datos que están incluidos en el
estudio que fuera recogido en Reportajes de
“El Mercurio”, el domingo, podemos afirmar
que las nuevas generaciones ya tienen nive-
les de vida peores a los de las generaciones
precedentes. Han partido sus vidas laborales
con ingresos sustancialmente por debajo de
quienes los precedieron. La pregunta en su
caso es cómo evitar que ello continúe.

Lamentablemente, desde que estos
resultados han aparecido, Chile ha remado
en el sentido contrario al que rescataría a
estas generaciones de la frustración de
desempeños peores a sus predecesores.
Las reformas que se han hecho reciente-
mente al mercado laboral, en particular, no
resuelven los problemas generados por la
rigidez impuesta por el marco regulatorio,
sino que más bien los agravan. 

Aumentos importantes en los costos de
la mano de obra en un contexto en que la
productividad no mejora, solo agravan el
problema actual de la segmentación del
mercado laboral, aumentando el grupo de
personas que no está cubierto por los
beneficios del mercado formal. Mejoran
los “buenos” contratos y aumenta el
número de personas con “malos” contra-
tos. Estas personas incluyen a todos
aquellos con bajo capital humano, catego-
ría que incluye a buena parte de los jóve-
nes. Estos se ven entonces enfrentados a

vidas laborales con alta rotación, poca
acumulación de capital humano, trayecto-
rias planas de salarios.

CLAUDIO SAPELLI

Faro UDD e IE UC

PATRICIO ÓRDENES

Faro UDD

Atribuciones de la
Superintendencia

Señor Director:
En entrevista (ayer), el señor Ricardo

Abdala atribuye a deficiencias de la Superin-
tendencia de Casinos de Juego (SCJ) la
conducta de colusión imputada por la Fiscalía
Nacional Económica (FNE) a tres grupos de
operadores de casinos de juego, en el proceso
de otorgamiento o renovación de permisos
de operación que se inició en 2020 y que
concluyó en 2022. Sería largo responder a
cada uno de los insólitos argumentos que
esgrime para acusar a la SCJ de la conducta
ilegal de los regulados imputada por la FNE
en su requerimiento, lo que en definitiva
deberá ser determinado por el Tribunal de
Defensa de la Libre Competencia. 

Baste el ejemplo del inverosímil razona-
miento de que la autoridad debió suspen-
der ese proceso al momento de detectar
las bajas ofertas presentadas y ante la
sospecha de la eventual colusión. 

El expresidente de la Asociación Chilena
de Casinos de Juego sabe o debería saber
que eso no solo era imposible, sino contrario
a Derecho, ya que la SCJ no tiene ni tenía
facultades legales para adoptar una decisión
como la que él reclama, ni tampoco para
determinar la existencia y responsables de
los atentados a la libre competencia.

Por el contrario, omite comentar que la
SCJ cumplió con su deber legal de denun-
cia de hechos eventualmente constitutivos
de ilícitos administrativos y potenciales
delitos, como asimismo, cumplió con su
deber de coordinación con otros organis-
mos del Estado, en este caso con la FNE, la
que en definitiva no solo estimó pertinente
iniciar la respectiva investigación, sino que
hace algunos días formuló su requerimien-
to conocido por la opinión pública.

Atribuir a la Superintendencia compe-
tencias que no tiene, desvía la atención de
lo que realmente importa y que es estable-
cer si hubo un acuerdo colusorio entre
actores de la industria, y de ser así, impo-
ner las sanciones correspondientes por la
afectación de los intereses patrimoniales
del Estado, perjudicando en particular a
determinadas municipalidades que habrían
visto frustrada su legítima expectativa de
recibir recursos económicos derivados de
la presentación de ofertas económicas
competitivas por los próximos 15 años.

MANUEL ZÁRATE CAMPOS

Jefe de la División Jurídica
Superintendencia de Casinos de Juego

Candidatos
independientes

Señor Director: 
Prefiero un candidato dependiente, pero

que me diga de qué o de quién depende.
FEDERICO KRAMER

9 de octubre de 1924

GANDHI. Completó tres
semanas de ayuno a que se ha
sometido para inducir a los
hindúes a solucionar sus
divergencias.

VALPARAÍSO. Con una
brillante ceremonia y la
asistencia de distinguidas
autoridades fue inaugurado el
nuevo dique en este puerto, el
cual fue adquirido en Holanda. 
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